Señor Juez de lo Civil de Pichincha

Demandante

Luis Mazón, mayor de edad, de estado civil casado, domiciliado y residente en esta ciudad de Quito, por los derechos que represento, en  calidad de Secretario General del Sindicato Unico Nacional de Trabajadores  del Ministerio de Salud Pública, conforme consta de la copia del nombramiento que acompaño,  comparezco ante usted con la siguiente demanda por la Acción de Amparo Constitucional, en los términos que sigue:

Demandados

El señor Doctor Jamil Mahuad Witt., en su calidad de Presidente de la República del Ecuador, cuyo despacho lo tiene ubicado en el Palacio de Carondelet, calle Venezuela, en la Plaza Grande de esta ciudad de Quito, y el Ing. Juan José Pons, en su calidad de Presidente del H. Congreso Nacional, con su despacho ubicado en la Avenida 6 de Diciembre y Piedrahita de esta ciudad de Quito.

Antecedentes y Relación de los Hechos

En los últimos años, el Ecuador ha enfrentado un aumento en casi todos los indicadores negativos respecto a la salud: mortalidad infantil, bajo peso al nacer y mortalidad materna. Sin embargo, en vez de ampliar los programas de salud para enfrentar estos problemas, los sucesivos gobiernos cortan el presupuesto de salud en una manera descrita como "drástica" por la Organización Panamericana de Salud. En la actualidad, Ecuador tiene uno de los gastos por persona más bajos de toda América Latina. Estos recortes han tenido un impacto directo y decisivo en el empeoramiento de la salud y en el aumento de la mortalidad de los ciudadanos más pobres de Ecuador.

Según el Reporte de la Pobreza del Banco Mundial "La reducción en los últimos años del gasto real per capita del Ministerio de Salud, el principal encargado de la prestación de servicios de atención de salud en el Ecuador, ha provocado una crisis del sistema de atención básica de salud. Muchos puestos de salud pública no están en condiciones de suministrar servicios básicos. El financiamiento adecuado de la atención básica de salud es una condición necesaria para ayudar a sobrevivir a muchos pobres." 

El Fondo Monetario Internacional FMI, en el informe "Ecuador: protección social frente a la crisis económica" elaborado por el Departamento de Finanzas Públicas del FMI, el 24 de junio de 1999, publicado en el Diario El Expreso el 7 de julio de 1999, de manera irrefutable admite que " las condiciones sociales – nivel y distribución de ingresos, salud, educación – en el Ecuador son deficientes comparadas con el promedio de América Latina."

Entre 1985 y 1997, el porcentaje de la población rural con acceso a servicios médicos decayó a la mitad, es decir del 20 hasta el 10%. Según la UNICEF, en el Ecuador "el 49% de las muertes de menores de un año y el 70% de las muertes de niños de uno a cuatro años, son prevenibles".

Según la Secretaría Técnica del Frente Social: "El empobrecimiento observado en el país implica que una proporción significativa de su población está sujeta a crecientes privaciones en su alimentación, vivienda y educación, a su vez, afectan su estado de salud; la limitaciones económicas limitan, además, el acceso a los servicios curativos. En este contexto, las enfermedades infecciosas y carenciales permanecen como la principal causa de muerte de la población pobre del país. … Se estima que los servicios del MSP tienen capacidad para cubrir al 30% de la población del país. Dado que para el 52% de ecuatorianos que viven en condiciones de pobreza su única opción de atención de salud es aquella que ofrece directamente el Estado, esta cifra alerta sobre la insuficiencia del sistema para responder a sus necesidades." 

Este organismo también estima que "80% de la muertes que ocurren en el país pueden ser evitadas con aplicación de medidas de prevención [de salud] primaria y secundaria." Solo considerando las muertes de niños de menos un año, la Secretaria Técnica estima que "las dos terceras partes de estas muertes se originan en diarreas, infecciones, desnutrición y otras causas fácilmente previsibles." Esto significa que 9270 muertes de niños son fácilmente evitables con más recursos en el sector de salud, lo cual representa 25 muertos por día directamente vinculados con el recorte del presupuesto de salud, y esto solo contando los niños de menos de un año. En estas circunstancias el recorte del presupuesto de la salud representa tal vez la violación de derechos humanos más dramática y masiva en Ecuador. 

Acto Inconstitucional

El 25 de marzo de 1999, la administración de Presidente Jamil Mahuad W. Mediante oficio No SPYC-99 90579 envió al señor Edmundo Arizala Director del Registro Oficial (E), el Presupuesto del Gobierno Central de 1999 para su publicación y difusión. 

En el Presupuesto 1998, la asignación a la salud era S/ 1.154 mil millones de un presupuesto total de S/ 28.243 mil millones, equivalente al 4.09%. En el Presupuesto 1999, remitido por el Presidente Jamil Mahuad W. y que fuera aprobado por el Congreso Nacional, la asignación a la salud es S/ 1.409 mil millones de un presupuesto total de S/ 37.043 mil millones, equivalente al 3.81%. Por lo tanto, en el Presupuesto 1999, hay una reducción en el presupuesto para la salud comparado con el año anterior (véase Tabla 1).

Tabla 1

 EL  PRESUPUESTO  DESTINADO  AL SECTOR  SALUD 




1998


1999


Miles de millones de sucres


Porcentaje

Del

gasto total
Miles de millones de sucres
Porcentaje 

del 

gasto total

Presupuesto Total
28243



37043


Salud
1154


4.09%
1410
3.81%

Fuente: Ministerio de Finanzas y Crédito Público

En el Presupuesto 1999, formulado por el Presidente Mahuad y aprobado por el Congreso, los ingresos corrientes totales son de S/ 24.738 mil millones, comparados con los ingresos corrientes totales de 1998 de S/ 17.587 mil millones, hay un incremento del 40.66%. La asignación a la salud es de S/ 1.409 mil millones en 1999 comparado a S/ 1.154 mil millones en 1998, con un incremento de solo 22.18%. Por lo tanto, queda demostrado que en el Presupuesto 1999, la asignación fiscal para salud pública no se incrementó en el mismo porcentaje en que aumentaron los ingresos corrientes totales del presupuesto del gobierno central (véase Tabla 2)

Tabla 2

COMPARACION ENTRE EL INCREMENTO DE LOS INGRESOS CORRIENTES Y EL INCREMENTO DEL PRESUPUESTO PARA EL SECTOR SALUD 














DIFERENCIA

DE LOS

INCREMENTOS

EL PRESUPUESTO PARA EL 

SECTOR SALUD

CALCULADO SEGUN LOS PRECEPTOS CONSTITUCIONALES 



LO QUE EL GOBIERNO

DE MAHUAD

DEJO DE ASIGNAR



1998
1999
Absoluta


Relativa
Miles de

Millones de

Sucres


Porcentaje

de incremento

esperado según el mandato constitucional
Miles de

Millones de

sucres
Diferencia con respecto al porcentaje de incremento esperado



Ingresos corrientes

Del

Gobierno
17587
24738
7151
40.66%





Presupuesto para 

Sector Salud


1154
1410
256
22.18%
1623
40.66%
213
18.48%

Fuente: Ministerio de Finanzas y Crédito Público

Con estos fundamentos queda demostrado que al enviar la Proforma Presupuestaria por parte del Presidente de la República y al reformarla y aprobarla, el H. Congreso Nacional, no se incrementó el presupuesto para la salud y por el contrario hubo una reducción considerable, violentando expresamente la Constitución Política de la República en el Artículo 46 inciso segundo que dispone: " La asignación fiscal para salud pública se incrementará anualmente en el mismo porcentaje en que aumenten los ingresos corrientes totales del presupuesto del gobierno central. No habrá reducciones presupuestarias en esta materia." 

Normativa nacional e internacional.

La Constitución Política de la República en el artículo 3 numeral 2 establece como "Deberes primordiales del Estado:"Asegurar la vigencia de los derechos humanos, las libertades fundamentales de mujeres y hombres, y la seguridad social". El Artículo 16 sostiene que "El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos humanos que garantiza esta Constitución" El artículo 17 añade que "El Estado garantizará a todos sus habitantes, sin discriminación alguna, el libre y eficaz ejercicio y el goce de los derechos humanos establecidos en esta Constitución y en las declaraciones, pactos, convenios y más instrumentos internacionales vigentes"

En el Capítulo 4 De los derechos económicos, sociales y culturales, Sección cuarta De la salud, Artículo 42, la Constitución establece que "El Estado garantizará el derecho a la salud, su promoción y protección, por medio del desarrollo de la seguridad alimentaria, la provisión de agua potable y saneamiento básico, el fomento de ambientes saludables en lo familiar, laboral y comunitario, y la posibilidad de acceso permanente e ininterrumpido a servicios de salud, conforme a los principios de equidad, universalidad, solidaridad, calidad y eficiencia" Los siguientes artículos elaboran este derecho, donde se incluye que "los programas y acciones de salud pública serán gratuitos para todos." 

El artículo 46 inciso segundo, define exactamente como se tiene que asegurar los programas vinculados con el derecho a la salud, al establecer que: "La asignación fiscal para salud publica se incrementará anualmente en el mismo porcentaje en que aumenten los ingresos corrientes totales del presupuesto del gobierno central. No habrá reducciones presupuestarias en esta materia" Por lo tanto hay un límite absolutamente claro: no se puede cortar el presupuesto y , por el contrario, se lo debe incrementar. 

La Constitución reafirma el papel primordial que tienen las obligaciones ratificadas por el gobierno en tratados internacionales. El artículo 163 de la Constitución declara que "Las normas contenidas en los tratados y convenios internacionales, una vez promulgados en el Registro Oficial, formarán parte del ordenamiento jurídico de la República y prevalecerán sobre leyes y otras normas de menor jerarquía" El Artículo 171 numeral. 1 dice que es un deber del Presidente de la República "Cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes, los tratados y los convenios internacionales"

Los derechos humanos y los derechos económicos, sociales y culturales, y en particular el derecho a la salud, están garantizados en la ley internacional y nacional. La Declaración Universal de Derechos Humanos en el Artículo 25 afirma que: "Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios" 

Este derecho está reafirmado por otras declaraciones y tratados ratificados por Ecuador. Así tenemos el artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), que establece el compromiso del estado ecuatoriano en la siguiente forma: "1. Los Estados Partes del presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes del presente Pacto, a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figuran las necesarias para que se produzcan:  d. Las condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad." 

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el Artículo XI proclama que "Toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada por medidas sanitarias y sociales, relativas a la alimentación, el vestuario, la vivienda y la asistencia médica" 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos, conocida como Pacto de San José, en el artículo 26 establece: "los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la carta de la Organización de los Estados Americanos" este normativa alude al derecho a la salud dentro de la dimensión que corresponde a los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Los artículos 11 y 12 del Protocolo a la Convención, conocido como el Protocolo de San Salvador, igualmente garantiza los derechos a la salud, alimentación y un medio ambiente sano.

Adicionalmente, el Ecuador ha ratificado varios tratados que amplían la protección de los derechos básicos y de la salud para los niños que constan en el artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño; para las mujeres que constan en el artículo 12 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de discriminación Contra la Mujer, y para los grupos indígenas que constan en el artículo 7.1 del Convenio 169 OIT sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes.

Bajo el derecho internacional, los gobiernos tienen que priorizar los derechos humanos sobre todo cuando las violaciones implican graves amenazas a sus ciudadanos. La institución de las NN.UU., a través del Comité responsable para interpretar y vigilar el Pacto de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha declarado lo siguiente: "El Comité reconoce que los programas de ajuste son muchas veces inevitables y que a menudo suponen un elemento importante de austeridad. Ahora bien, en tales circunstancias, los esfuerzos por proteger los derechos económicos, sociales y culturales más fundamentales adquieren una urgencia mayor, no menor." El Comité ha reafirmado este principio en varios ocasiones: "A pesar de los problemas causados externamente, las obligaciones del Pacto continúan aplicándose y son quizás más pertinentes durante tiempos de contracción económica." 

En este mismo línea, los Principios de Limburgo que representan la opinión más experta mundial sobre los derechos económicos, sociales y culturales, declara que el PIDESC esta violado por " 14.g. La reducción o desviación de los gastos públicos específicos, cuando dicha reducción o desviación resulta en el no disfrute de ciertos derechos y no está acompañado por las medidas adecuadas para asegurar los derechos mínimos de subsistencia para todos."

En el Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en el Ecuador 1997, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos subrayó la obligación prioritaria del gobierno de enfrentar los problemas de salud al señalar que: 

"La esencia de la obligación jurídica incurrida por cualquier gobierno en esta materia es procurar el cumplimiento de las aspiraciones económicas y sociales de su pueblo, siguiendo un orden que asigna prioridad a las necesidades básicas de salud, nutrición y educación. La prioridad del "derecho de supervivencia" y las "necesidades básicas" es una consecuencia natural del derecho a la seguridad personal."

En el Informe de Seguimiento sobre la situación de los Derechos Humanos en Ecuador 1999, la misma Comisión estableció que el 35% del total de la población Ecuatoriana gana menos de un dólar diario, y el 65% de la población rural gana menos de un dólar diario, y recomendó "que el Estado asegure que las políticas que adopte no representen una carga desproporcionada sobre los sectores marginados y más vulnerables de la sociedad, en particular aquellos que se encuentran en situación más desventajosa debido a la pobreza." 

Queda demostrado  que al aprobar el Presupuesto para el año 1999, en el rubro de la salud, se elimina "la esencia de la obligación jurídica" del gobierno y el estado al no atender la prioridad de la satisfacción de las necesidades básicas, especialmente de la salud, por lo que, a más de ser inconstitucional, también se constituye en una decisión que atenta al " derecho de supervivencia" y de satisfacción de las "necesidades básicas" de la población ecuatoriana, que también afecta de manera específica a los Trabajadores de la Salud.

Fundamentos del Recurso

Son fundamentos de este Recurso la Constitución Política del Ecuador en su Título III Capítulo I, Principios Generales Artículo 16 que señala que " el más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos humanos que garantiza esta Constitución", así como el artículo 17 inciso primero que establece: "El Estado garantizará a todos sus habitantes, sin discriminación alguna, el libre y eficaz ejercicio y el goce de los derechos humanos establecidos en esta Constitución y en las declaraciones, pactos, convenios y más instrumentos internacionales vigentes"; el artículo 18 que señala: "Los derechos y garantías determinados en esta Constitución y en los instrumentos internacionales vigentes, serán directa e inmediatamente aplicables por y ante cualquier juez, tribunal o autoridad."; y  el artículo 95 de la Constitución que establece: "Cualquier persona podrá proponer una acción de amparo [para] cesar, evitar la comisión o remediar inmediatamente las consecuencias de un acto u omisión ilegitimo que viole o pueda violar cualquier derecho consagrado en la Constitución" 

Esta acción reclama violaciones de los artículos: 3 inciso segundo; 17; 42; 46 inciso segundo; 163 y 171 inciso primero de la Constitución Política de la República; el artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; el artículo 12 numerales 1 y 2 literal b. del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el artículo XI de la Declaración Americana de los Derechos  y Deberes del Hombre; el artículo 26 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos; los artículos 11 y 12 del Protocolo a la Convención Americana sobre los Derechos Humanos; el artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño; el artículo 12 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de discriminación Contra la Mujer, y, el artículo 7 numeral uno del Convenio 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes. 

Este Recurso de Amparo pretende remediar y evitar una clara violación de los derechos humanos, los derechos económicos sociales y culturales y, de manera específica, el derecho a la salud reconocido y garantizado en la Constitución Política de la República y los tratados internacionales. 

Demostración del Daño Grave e Inminente

Como resultado directo de la violación a los derechos humanos, y en particular al derecho de salud, se  ha causado daño grave e inminente a más de 14.000 trabajadores organizados en Sindicato Unico Nacional de los Trabajadores del Ministerio de Salud Pública, trabajadores/as jubilados/as así como a los usuarios más pobres del sistema de salud pública, lo  que se concreta en los siguientes hechos:

1. Retraso en el pago de los sueldos lo que ha exigido a las organizaciones de trabajadores a nivel nacional que tengamos que  impulsar varios paros para exigir nuestras remuneraciones que vienen siendo conculcadas acumulativamente, inclusive, desde el año de 1997.

2. Disminución de la cantidad y calidad de la alimentación que reciben los trabajadores en las jornadas  de trabajo;

3. Incremento de las actividades de trabajo del personal y disminución de la efectividad de las responsabilidades laborales por no llenarse las vacantes producidas por renuncias y jubilaciones. Esto ha determinado que ciertas áreas de los centros hospitalarios no puedan ser mantenidas bajo las elementales normas de aseo y limpieza, que son indispensables en una unidad de atención médica;

4. Falta de pago a los trabajadores del valor correspondiente al 1% del sueldo desde el mes de enero de 1999; 

5. Falta de provisión de los materiales de limpieza mínimos, como son             

desinfectantes y de las bolsas para el depósito de los desperdicios 

hospitalarios y la basura.

6. Se configura también el daño grave e inminente, en razón de que por la falta 

de pago de los sueldos, los trabajadores y trabajadoras se han visto        

impedidos /as de cumplir con las responsabilidades y obligaciones propias de    

su condición de padres y madres de familia, al no poder atender 

oportunamente la alimentación de sus familias, incumplir los pagos del 

arrendamiento de las viviendas, no cubrir gastos médicos familiares, incluso, 

no tienen dinero para cubrir los costos del pasaje para dirigirse a los centros 

de trabajo. Por esta razón, se han visto obligados a solicitar al Sindicato que     

les concedan préstamos económicos para cubrir estas necesidades básicas.

7. A los jubilados y jubiladas del sector de la salud, se violan sus derechos

humanos cuando son afectados de manera grave e inminente en la supervivencia diaria, por no tener el dinero ni siquiera para satisfacer las necesidades básicas de alimentación, transporte, pagos de arriendo, atención médica familiar, movilización etc..., puesto que hasta la presente fecha no se realiza la liquidación y no se cancela el bono por jubilación, el mismo que cuenta, incluso, con el pronunciamiento favorable del señor Procurador General de la Nación.

8. Se ha causado perjuicios y daños graves e inminentes al conjunto de los usuarios de los servicios de salud pública, conforme lo ha reconocido la prensa nacional y los mismos directores de los centros hospitalarios, en tanto, el retardo en la entrega, y la falta de los recursos económicos por parte del Ministerio de Finanzas, en razón del recorte del presupuesto, ha propiciado el desabastecimiento de víveres, medicinas, insumos y combustibles, propiciando la falta de atención a los usuarios y el inminente  cierre de los hospitales, lo que también significa una masiva violación de los derechos económicos, sociales y culturales que afecta de manera grave e inminente a cientos y miles de ciudadanos de escasos recursos.

Petición del Recurso de Amparo Constitucional

En virtud de los antecedentes expuestos y al amparo de  lo que disponen los artículos 95 de la Constitución Política del Estado y 46 de la Ley de Control Constitucional, con el propósito de obtener la tutela judicial efectiva  de nuestros derechos económicos, sociales y culturales, establecidos en el Capítulo 4 Sección Cuarta Artículo 46 inciso segundo, y que se respeten y cumplan los Artículos 163 y 259 inciso cuarto de la Constitución Política de la República, muy respetuosamente solicito ante usted señor Juez se me otorgue el Amparo Constitucional en el que se disponga lo siguiente:

a.- Que por haber demostrado la inconstitucionalidad del Presupuesto del Gobierno Central 1999, en los rubros correspondientes al sector Salud, se ordene que los demandados, de manera inmediata remedien las consecuencias del acto ilegítimo incurrido, esto es, que usted disponga de medidas urgentes destinadas a hacer efectiva la reposición de nuestros derechos constitucionales. Para el efecto, usted señor Juez, deberá considerar que el Estado percibió por concepto de ingresos extraordinarios por venta de crudo, la suma de U$ 59 millones de dólares, ( Hoy y El Comercio edición 8 de julio de 1999 ), cantidad no prevista en el Presupuesto del Gobierno Central de 1999. Si consideramos que el corte del presupuesto de salud alcanza la suma de S/. 213´224.655, los demandados deberían encontrar la fórmula legal para utilizar los  59 millones de dólares y reponer los S/. 213’ 224.665, ( que equivale a 23´328.373 millones de dólares), destinándolos al presupuesto para la salud para así reparar y enmendar la violación constitucional recurrida que nos viene causando graves daños y evitar que se continúe causando daños inminentes.

b.- Con el propósito de evitar el perfeccionamiento de otros actos ilegales violatorios de los derechos humanos, especialmente de los derechos económicos, sociales y culturales, de manera expresa solicito que usted disponga y comunique a las autoridades demandadas, que en lo posterior, esto es en la presentación, discusión y aprobación del Presupuesto del Gobierno Central para el año 2000,  se abstengan de incurrir en violaciónes  constitucionales y que aprueben un Presupuesto en armonía con las disposiciones constitucionales vigentes, de manera particular que se sujeten a lo dispuesto en el Art. 46 de la Constitución Política de la República.

c.-  Solicito señor Juez que en la resolución que usted dicte se acepte la Acción de Amparo Constitucional por haber fundamentado y demostrado la violación constitucional.

Petición de que se Convoque a la Audiencia Pública

De conformidad a lo establecido en el Art. 49 de la Ley del Control Constitucional solicito de usted señor Juez,  que se sirva convocar al señor Presidente de la República Dr. Jamil Mahuad W., y  al señor Presidente del H. Congreso Nacional Ing. Juan José Pons, a la audiencia pública, a fin de que se oiga a las partes, para lo cual se servirá señalar día y hora para la diligencia.  Además se deberá contar con el señor Procurador General del Estado.

Este trámite esta establecido en el Art. 95 de la Constitución Política y en el Art. 49 de la Ley de Control Constitucional y siguientes.

Juramento.

De acuerdo al Art. 57  de la Ley del Control Constitucional, bajo juramento declaramos que no he formulado otro recurso sobre la materia que es objeto del presente.

Documentos probatorios.

1. Copia del Séptimo Contrato Colectivo prorrogado y acuerdos anexos

2. Certificado sobre el estado del pago de los sueldos.

3. Copias de los Oficios de las organizaciones sindicales reclamando sus derechos

4. Copias de las solicitudes de préstamos de los trabajadores para suplir sus necesidades básicas.

5. Copias de los oficios de las autoridades de los hospitales solicitando recursos económicos y alertando sobre la situación de emergencia por falta de recursos, materiales e insumos para la atención a los usuarios y para el aseo y limpieza de las areas de trabajo.

6. Recortes de la  Prensa Nacional. 

Citación a los Demandados

Al señor Presidente de la República Dr. Jamil Mahuad W., se le citará en el Palacio de Carandolet ubicado en la calle Venezuela, Plaza Grande, y, al señor Presidente del H. Congreso Nacional Ing. Juan José Pons, en su despacho ubicado en la Avenida Seis de Diciembre y Piedrahita, de esta ciudad de Quito; conforme lo dispone el Art. 49 de la Ley de Control Constitucional, publicado en el Registro Oficial No. 99 del día miércoles 2 de julio de 1997. El domicilio de dichos funcionarios, asi como del señor Procurador General del Estado, es conocido por el actuario de su Judicatura.

Cuantía.

Por la naturaleza de la acción, la cuantía es indeterminada.

Abogado y notificaciones

Designo como Abogado defensor al señor doctor Patricio Pazmiño Freire, profesional a quien faculto legal y expresamente para que suscriba cuantos escritos sean necesarios en la presente causa.    Posteriores notificaciones, recibiré en el casillero judicial No. 1477 asignado al profesional antes mencionado y que se encuentra ubicado en la Planta Baja del Palacio de Justicia, que es conocido por el señor Secretario del Juzgado. Acompaño las copias respectivas y  firmamos con nuestro Defensor.

Sr. Luis Mazon                                  Dr. Patricio Pazmiño Freire.

Secretario General                       Mat. 2606 C.A.P.

Señor Juez Primero de lo Civil de Pichincha

En conocimiento de la resolución dictada por usted el 12 de octubre de 1999,  en la causa No. 1496-99-AL referida al Recurso de Amparo Constitucional en contra del Sr. Presidente de la República y el Sr. Presidente del H. Congreso Nacional; en representación del recurrente, y por no estar de acuerdo con los fundamentos ni con la resolución dictada, apelo de la referida Resolución para que la misma sea conocida y resuelta por el Tribunal Constitucional, donde hare efectivos los derechos que reclamamos y que no han sido considerados ni reconocidos por usted.   

Posteriores notificaciones las recibiré en el mismo casillero judicial señalado y que consta en el proceso.

Sírvase proveer conforme lo solicito.

Dr. Patricio Pazmiño Freire

Mat. 2606  C.A.P.

